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SENTENCIA NÚM. 5/2026 

En Madrid, a fecha de la firma electrónica. 
En el Procedimiento de Reintegro por Alcance número B-137/16-11, Comunidades Autónomas 
(Consejería de Empleo - Ayudas sociolaborales a la prejubilación - ALMAGRERA, S.A.), Andalucía, 
en el que han intervenido como demandantes la Junta de Andalucía, representada y defendida por 
la Letrada de la Junta de Andalucía, y el Ministerio Fiscal; y, como demandados, la mercantil Uniter, 
S.L. y don J., representados y defendidos por el Letrado don M.; don M., representado y defendido 
por el Letrado don F.; y don J., en situación procesal de rebeldía; se pronuncia la presente sentencia 
de conformidad con los siguientes: 
 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 
 
PRIMERO.- Con fecha 6 de mayo de 2011, fueron turnadas a este Departamento Segundo de la 
Sección de Enjuiciamiento las Diligencias Preliminares n.º B-112/11, abiertas como consecuencia 
de la acción pública ejercitada por la representación procesal de don A., en la que se ponía de 
manifiesto la existencia de presuntas irregularidades en la aplicación y justificación de los fondos 
públicos destinados a subvenciones o ayudas gestionadas por la Consejería de Empleo y Desarrollo 
Tecnológico de la Junta de Andalucía.  
Con fecha 24 de junio de 2011, el entonces Excmo. Sr. Consejero de Cuentas del Departamento 
Segundo dictó Auto por el que dispuso elevar las actuaciones a la Sección de Enjuiciamiento para 
que por ésta se propusiera a la Comisión de Gobierno el nombramiento de un Delegado Instructor, 
en relación con las citadas presuntas irregularidades. 
Posteriormente, tras haberse recibido en el Tribunal de Cuentas el "Informe de Fiscalización de las 
ayudas sociolaborales a trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo y 
empresas en crisis otorgadas por la Administración de la Junta de Andalucía, 2001-2010", de fecha 
18 de octubre de 2012, y haberse conferido diferentes trámites de audiencia a los interesados 
(actor público, Junta de Andalucía y Ministerio Fiscal), la entonces Excma. Sra. Consejera de 
Cuentas del Departamento Segundo, a propuesta de la Delegada Instructora y a la vista de las 
alegaciones efectuadas por las partes comparecientes en las actuaciones previas, procedió a dictar 
Auto de fecha 30 de mayo de 2013, por el que decretó el desglose de las Diligencias Preliminares 
n.º B-112/11 en tres piezas independientes que, a su vez, dieron lugar a tres procedimientos de 
Actuaciones Previas diferentes. 
- Ayudas sociolaborales a la prejubilación que han sido concedidas a los trabajadores afectados por 
un expediente de regulación de empleo u otro tipo de despido (Actuaciones previas n.º 234/11). 
- Ayudas destinadas a empresas para la financiación de planes de viabilidad, inversiones en 
infraestructura, mantenimiento del empleo y de la capacidad productiva, pago de nóminas, etc. 
(Actuaciones previas n.º 116/13). 
- Gastos de gestión/administración (comisiones) abonados a intermediarios en la contratación de 
pólizas de seguros colectivos de prima única (Actuaciones previas n.º 117/13). 
SEGUNDO.- Recibidas en este Departamento Segundo de la Sección de Enjuiciamiento las 
Actuaciones Previas n.º 234/11, se dictó Auto de fecha 28 de mayo de 2018, por el que se resolvió 
desglosar el Procedimiento de Reintegro por Alcance n.º B-137/16 en 16 piezas distintas (n.º B-
137/16-00 a n.º B-137/16-15). Asimismo, mediante diligencia de reparto de fecha 18 de junio de 
2018, se turnó a este Departamento Segundo el presente Procedimiento de Reintegro por Alcance 
n.º B-137/16-11, una vez tramitada la fase actuaciones previas, que concluyó con el levantamiento 
del acta de liquidación provisional de fecha 28 de abril de 2016, y las posteriores actas de 
liquidación provisional complementarias, de fechas 8 de noviembre y 20 de diciembre de 2017. 
Los hechos a que se refiere el presente procedimiento fueron examinados en la liquidación 
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provisional de fecha 20 de diciembre de 2017. 
TERCERO.- Mediante Providencia dictada con fecha 6 de septiembre de 2018, ex artículos 68 y 73.1 
de la Ley 7/88, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas -LFTCu-, se dispuso a 
anunciar los hechos supuestamente motivadores de responsabilidad contable mediante edicto. 
Se publicaron edictos en el Boletín Oficial del Estado (22 de septiembre de 2018), el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía (27 de septiembre de 2018) y el Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla 
(19 de octubre de 2018). Comparecieron en autos el Ministerio Fiscal (12 de septiembre de 2018) 
y la Junta de Andalucía, mediante la representación y defensa de los letrados de sus Servicios 
Jurídicos (19 de septiembre de 2018). 
CUARTO.- Por Diligencia de Ordenación de 24 de mayo de 2019, se dio traslado de las actuaciones 
a la Junta de Andalucía a fin de que pudiera deducir demanda de reintegro por alcance en el plazo 
de veinte días. 
QUINTO.- Con fecha 1 de julio de 2019, se recibió escrito de la Junta de Andalucía deduciendo 
demanda de procedimiento de reintegro por alcance contra don J., don J., Uniter S.A. y don M., 
siendo la pretensión deducida la de que se declarase la existencia de un alcance a los fondos 
públicos de la Junta de Andalucía, por importe de 2.589,18 euros, más sus correspondientes 
intereses legales, y que se declarase a los demandados responsables contables directos y solidarios 
de dicho alcance. 
SEXTO.- Por Decreto de 3 de septiembre de 2020, se admitió a trámite la demanda de la Junta de 
Andalucía, dando traslado de la misma al Ministerio Fiscal a los efectos de que pudiera adherirse 
o no a dicha demanda, o presentar otra demanda distinta, así como a los codemandados a quienes 
se advirtió que el plazo para contestar la demanda les sería otorgado una vez cumplimentado el 
trámite conferido al Ministerio Fiscal. 
SÉPTIMO.- El Ministerio Fiscal, en escrito recibido el 17 de septiembre de 2019, se adhirió a la 
demanda presentada por la Junta de Andalucía. 
OCTAVO.- Mediante escrito de fecha 19 de septiembre de 2019, don J. pidió la suspensión de 
distintos procedimientos de reintegro por alcance, entre los que se encontraba el presente n.º B-
137/16-11, hasta que la Junta de Andalucía resolviera su petición de asistencia jurídica. 
Oídas las partes en relación con la anterior solicitud, mediante Decreto de fecha 2 de septiembre 
de 2020, se acordó proseguir con la tramitación del presente procedimiento de reintegro por 
alcance, admitir el escrito de adhesión a la demanda del Ministerio Fiscal y conceder a los 
demandados el plazo de diez días para personarse en autos y contestar a la demanda, así como 
emplazar a las partes por cinco días para alegar lo procedente en punto a la fijación de la cuantía 
del procedimiento. 
NOVENO.- Mediante Auto de fecha 21 de septiembre de 2021, se fijó la cuantía del procedimiento 
en 2.589,18 euros, y se ordenó continuar la tramitación del presente procedimiento según las 
normas previstas para el juicio verbal en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
DÉCIMO.- Mediante Diligencia de Ordenación de fecha 15 de diciembre de 2021, se puso en 
conocimiento de las partes el nombramiento efectuado por el Pleno del Tribunal de Cuentas, en la 
sesión celebrada el día 29 de noviembre de 2021, de la Excma. Sra. Consejera de Cuentas doña 
Elena Hernáez Salguero como titular de este Departamento Segundo de la Sección de 
Enjuiciamiento, al haber cesado la Excma. Sra. Consejera de Cuentas doña Margarita Mariscal de 
Gante y Mirón, a quien se turnó inicialmente el presente Procedimiento de Reintegro por Alcance 
n.º B-137/16-11. 
UNDÉCIMO.- Han contestado a la demanda: 1) la representación procesal de don M., por medio 
de escrito presentado el 16 de octubre de 2020; y 2) la representación procesal de Uniter, S.L. y 
don J., por medio de escrito recibido el 23 de septiembre de 2020. 
Don J. no se ha personado en las actuaciones ni ha contestado a la demanda en el plazo conferido 
a tal efecto, por lo que fue declarado en rebeldía mediante Decreto de fecha 23 de diciembre de 
2025. 
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DUODÉCIMO.- Por Diligencia de Ordenación de 23 de diciembre de 2025, se admitieron a trámite 
los escritos de contestación y se emplazó a las partes para pronunciarse acerca de la necesidad de 
celebración de vista. 
DECIMOTERCERO.- Por Diligencia de ordenación de 29 de enero de 2026 se acordó, atendiendo a 
lo solicitado por las partes en el sentido de no considerar necesaria la celebración de vista, declarar 
conclusas las actuaciones, quedando pendientes de dictar sentencia. 
En la misma resolución se acordó admitir las resoluciones de este Departamento presentadas por 
la representación procesal de UNITER, S.L. y de don J. y, conforme a lo dispuesto en el artículo 
271.2 de la LEC, dar traslado a las partes para que, en el plazo común de cinco días, pudieran alegar 
y pedir lo que estimasen conveniente. 
Han presentado alegaciones el Ministerio Fiscal, mediante escrito de 3 de febrero de 2026, y la 
Junta de Andalucía, mediante escrito de 5 de febrero de 2026. 
 

II.- HECHOS PROBADOS 
 
PRIMERO.- El 11 de septiembre de 2002 se firmó por representantes de la Administración General 
del Estado, la Junta de Andalucía y los sindicatos UGT y CCOO un “Acuerdo marco para la aplicación 
de las medidas sociolaborales para la crisis de la Faja Pirítica de Huelva”, en el que se contemplaba, 
entre otras medidas, la aplicación de prejubilaciones y ayudas extraordinarias para los mineros 
incluidos en expedientes de regulación de empleo por extinciones de contratos de trabajo. El 
acuerdo preveía la cofinanciación del coste de las prejubilaciones al 50% por las dos 
administraciones firmantes del documento, así como la contribución de los trabajadores con las 
indemnizaciones que pudieran recibir derivadas de la extinción de su relación laboral. El acuerdo 
afectaba a las siguientes empresas mineras: Minas de Riotinto, S.A., Minas de Almagrera, S.A., 
Navan Resources Huelva, Filón Sur y Nueva Tharsis, S.A.L. En concepto de “otros compromisos” se 
disponía que “se estudiarán soluciones a la situación de los mineros prejubilados en Minas de 
Riotinto en 1997, la llamada Bolsa de Tharsis, así como de los 35 trabajadores de la empresa Insersa 
relacionados en la lista presentada por los representantes de UGT en la Subdelegación del 
Gobierno en Huelva” (Archivo EXPTE PAG ALMAGRERA, S.A.pdf, aportado por la Junta de Andalucía 
con su demanda, págs. 1-5). 
SEGUNDO.- El 29 de abril de 2003 se firmó por representantes de la Junta de Andalucía y de los 
sindicatos UGT y CCOO un “Protocolo de colaboración entre la Consejería de Empleo y Desarrollo 
Tecnológico, y las organizaciones sindicales Unión General de Trabajadores de Andalucía y 
Comisiones Obreras de Andalucía”. Este documento preveía la constitución de una asociación por 
las Federaciones sindicales afectadas para gestionar las ayudas a los extrabajadores de las minas, 
así como el compromiso de la Junta de Andalucía de cofinanciar las pólizas de planes de 
prejubilación en aplicación del acuerdo de 11 de septiembre de 2002. Se hace expresa referencia 
a los denominados “colectivos históricos” (Bolsa de Tharsis, Insersa e históricos de Minas de Río 
Tinto del año 1997) disponiendo que “serán incluidos a efectos de prejubilaciones en el presente 
Protocolo” (Archivo EXPTE PAG ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 63-67). 
Con la misma fecha y por las mismas representaciones, se firmó un segundo “Protocolo de 
actuaciones para las prejubilaciones de los extrabajadores de Minas de Riotinto, S.A., Mina de 
Almagrera, S.A., Navan Resource Huelva, Filón Sur y Nueva Tharsis, S.A.L., entre la Consejería de 
Empleo y Desarrollo Tecnológico, y las organizaciones sindicales Unión General de Trabajadores y 
Comisiones Obreras en representación del colectivo de extrabajadores”, en el que, entre otras 
previsiones, la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico se comprometía a provisionar con 
cargo a la partida presupuestaria 31L la cantidad de 6.000.000 de euros para la cofinanciación de 
las pólizas de prejubilaciones, según lo previsto en el acuerdo de 11 de septiembre de 2002 
(Archivo EXPTE PAG ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 68-70). 
TERCERO.- El 31 de julio de 2003, representantes de los sindicatos UGT y CCOO suscribieron con la 
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Dirección General de Trabajo y Seguridad Social un “Protocolo de adjudicación de las pólizas de 
prejubilaciones de la Faja Pirítica de Huelva”. En dicho documento se acordó la adjudicación de las 
pólizas a las compañías Vitalicio y La Estrella, según el siguiente detalle (Archivo EXPTE PAG 
ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 71-72): 
 

Colectivo Nº trabajadores Compañía 

Riotinto 300 Vitalicio 

Almagrera 256 La Estrella 

Filón Sur 19 La Estrella 

Nueva Tharsis 55 La Estrella 

Navan 6 La Estrella 

Insersa 11 La Estrella 

Bolsa de Tharsis 40 La Estrella 

 
CUARTO.- Para la gestión de las ayudas a los extrabajadores de la Faja Pirítica de Huelva se 
constituyó la “Asociación Faja Pirítica de Huelva”. El acta fundacional se firmó el día 30 de junio de 
2003 por las entidades Federación de Industrias y Afines de la Unión General de Trabajadores (FIA-
UGT), Unión General de Trabajadores de Andalucía (UGT-A), Confederación Sindical de Comisiones 
Obreras de Andalucía (COAN) y Federación Minerometalúrgica de Comisiones Obreras. Entre los 
fines de la asociación, según sus Estatutos, se incluía “controlar, gestionar, aplicar y ejecutar todas 
las actuaciones necesarias para el cumplimiento de los acuerdos adoptados en el Protocolo de 
Colaboración entre la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, y las Organizaciones 
Sindicales Unión General de Trabajadores de Andalucía y Comisiones Obreras de Andalucía, de 
fecha 29/4/2003, y las derivadas del Acuerdo Marco firmado con fecha 11/09/2002 por la 
Administración Central del Estado, la Junta de Andalucía, UGT y CCOO” (Archivo EXPTE PAG 
ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 105-121). 
QUINTO.- Conforme a lo previsto en el Protocolo de 31 de julio de 2003, para asegurar las rentas 
de prejubilación de los extrabajadores de la Faja Pirítica de Huelva se suscribieron las siguientes 
pólizas: 
 

Colectivo Compañía Póliza Nº 

trabajadores 

Almagrera S.A. La Estrella 5-83-190.001.004 255 

Navan Resources Huelva S.A. La Estrella 5-83-190.001.005 9 

Filón Sur S.A. La Estrella 5-83-190.001.006 19 

Nueva Tharsis S.A.L. La Estrella 5-83-190.001.007 59 

Bolsa de Tharsis La Estrella 5-83-190.001.008 40 

Insersa La Estrella 5-83-190.001.009 11 

Minas de Riotinto S.A. Vitalicio 83-190.001.890 295 

 
Todas las pólizas se suscribieron el mismo día (23 de septiembre de 2003), excepto la de Minas de 
Riotinto, que se suscribió el día siguiente. Todas ellas tienen la misma fecha de efectos: 1 de 
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octubre de 2003. En los siete contratos de seguro firma como tomador la Asociación Faja Pirítica 
(Informe de la Dirección General de Seguros, aportado por la Junta de Andalucía con la demanda, 
página 1). 
SEXTO.- El 20 de octubre de 2004 se suscribió un convenio entre la Dirección General de Trabajo y 
Seguridad Social y el IFA, mediante el que la Dirección General encomendaba al Instituto el pago 
de las cantidades comprometidas por la Junta de Andalucía para las siete pólizas de la Faja Pirítica 
de Huelva relacionadas en el hecho anterior, según el calendario de pagos previsto en el propio 
convenio. La Dirección General se comprometía a transferir al IFA las cantidades a desembolsar 
para el cumplimiento de la encomienda con cargo a la partida presupuestaria 31L (Archivo EXPTE 
PAG ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 122-127). 
Constan en las actuaciones los pagos efectuados por el IFA y la Agencia IDEA, por orden de la 
Dirección General de Trabajo, a la compañía La Estrella para financiar las pólizas de los colectivos 
asegurados de la Faja Pirítica de Huelva (Archivo EXPTE PAG ALMAGRERA, S.A.pdf, págs. 130-205). 
Los pagos se realizaban mediante transferencias de cantidades alzadas a la aseguradora, con la 
indicación de que la cantidad transferida se distribuyera (proporcionalmente, en la mayor parte de 
los casos) entre las distintas pólizas. 
SÉPTIMO.- En el año 2005, se realizaron ajustes en todos los seguros de la Faja Pirítica de Huelva 
suscritos con la compañía La Estrella (Almagrera, Navan Resources, Filón Sur, Nueva Tharsis, Bolsa 
de Tharsis e Insersa). Estos ajustes se materializaron mediante suplementos a las correspondientes 
pólizas (identificados todos con el número 2). En todos los casos, los ajustes incluían, por una parte, 
incrementos de la renta de algunos beneficiarios, con el consiguiente aumento de la prima y, por 
otra parte, reducciones de renta, con el consiguiente rescate de la parte correspondiente de la 
prima. Así resulta del informe de la Dirección General de Seguros, páginas 14, 28, 34, 42, 54 y 63. 
Los suplementos de las distintas pólizas, fechados todos el 12 de julio de 2005, 
dieron lugar a los siguientes pagos: 
 

Póliza Suplemento Importe Fecha pago 

Almagrera S.A. Suplemento 2 794.386,44 01/02/2005 

Navan Resources Huelva S.A. Suplemento 2 690.835,40 01/02/2005 

Filón Sur S.A. Suplemento 2 459.686,17 01/02/2005 

Nueva Tharsis S.A.L. Suplemento 2 537.592,35 01/02/2005 

Bolsa de Tharsis Suplemento 2 95.044,93 15/03/2005 

Insersa Suplemento 2 9.768,61 01/02/2005 

 
Estos pagos constan en el informe de la Dirección General de Seguros, páginas 17-18, 30-31, 37-
38, 47-48, 58-59 y 66-67. 
OCTAVO.- Don M. pertenecía al “colectivo histórico” 
denominado Bolsa de Tharsis y fue incluido entre los beneficiarios de la póliza suscrita para dicho 
colectivo con La Estrella (póliza nº 5-83-190.001.008). Las rentas aseguradas en dicha póliza al Sr. 
M. sumaban un total de 185.799,02 euros, y la prima única correspondiente a dicho beneficiario 
ascendía a 153.347,73 euros. La Junta de Andalucía no ha cuestionado la inclusión del Sr. M. en la 
póliza de Bolsa de Tharsis. 
Por causas que no constan en las presentes actuaciones ni tampoco han sido cuestionadas en la 
demanda de la Junta de Andalucía, y al igual que ocurrió con otros beneficiarios de las distintas 
pólizas suscritas con la aseguradora La Estrella para los extrabajadores de las empresas mineras de 
la Faja Pirítica de Huelva, resulta que las rentas aseguradas al Sr. M. en la póliza de Bolsa de Tharsis 
también fueron objeto de los ajustes que se efectuaron el 12 de julio de 2005, mediante la 
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suscripción del correspondiente suplemento. 
En el caso del Sr. M., el ajuste suponía, por un lado, un incremento de la renta asegurada que 
requería el pago de prima única de 2.589,18 euros, y, por otra parte, un rescate de las rentas 
aseguradas a dicho beneficiario por valor de 0,70 euros. Por un mero error administrativo, este 
ajuste no se hizo en el suplemento de la póliza nº 5-83-190.001.008 del colectivo Bolsa de Tharsis, 
sino en el suplemento de la póliza nº 5-83-190.001.004 de los extrabajadores de Mina de 
Almagrera, S.A.), lo que no tuvo trascendencia económica alguna, pues de no haberse realizado el 
ajuste en la póliza de Almagrera, se habría realizado igualmente, con el mismo coste, en la póliza 
de Bolsa de Tharsis, entre cuyos beneficiarios sí se encontraba el Sr. M. 
NOVENO.- La mercantil UNITER, S.L. y don J. realizaron labores de mediación de seguros en las 
pólizas suscritas para los colectivos de extrabajadores de las empresas mineras de la Faja Pirítica 
de Huelva, sin tener vínculo funcionarial, laboral ni contractual con la Junta de Andalucía en cuya 
virtud se hubiese transferido a estos demandados el ejercicio funciones de gestión de fondos 
públicos, y sin haber percibido cantidades directamente procedentes de la ayuda pública 
concedida por la Junta de Andalucía para el pago de la prima de las citadas pólizas, con la única 
salvedad de la ayuda de 544.406,52 euros concedida por Resolución del Director General de 
Trabajo de fecha 12 de diciembre de 2009, que no es objeto de este procedimiento y que ya ha 
sido enjuiciada en el procedimiento de reintegro por alcance n.º B-225/15-39, que finalizó con 
sentencia de fecha 13 de septiembre de 2018, dictada por este Departamento 2º de 
Enjuiciamiento, y que ya ha alcanzado firmeza.  
DÉCIMO.- Don M. no tenía ningún vínculo jurídico funcionarial, laboral ni contractual con la Junta 
de Andalucía en cuya virtud se le hubieran transferido funciones de gestión de fondos públicos, ni 
tampoco recibió fondos públicos directamente procedentes de la ayuda sociolaboral concedida 
para el pago de la prima de la póliza de Almagrera S.A. (póliza nº 5-83-190.001.004). 
UNDÉCIMO.- Don J. tomó posesión del cargo de Director General de Trabajo y Seguridad Social de 
la Junta de Andalucía el 29 de abril de 2008, por lo que no pudo tener ninguna intervención, en el 
ejercicio del citado cargo, en el ajuste de la renta del Sr. M. efectuado en el suplemento nº 2 de la 
póliza de Almagrera, al estar dicho suplemento fechado el 12 de julio de 2005, ni en el pago del 
incremento de la prima derivado de dicho suplemento, que se efectuó el día 1 de febrero de 2005, 
según consta en el informe de la Dirección General de Seguros, páginas 14 y 17-18. 
 

III.- FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
PRIMERO.- Los hechos en que se basan las pretensiones contenidas en la demanda de la Junta de 
Andalucía, a la que se ha adherido el Ministerio Fiscal, fueron investigados en las Actuaciones 
Previas n.º 234/11 que, a su vez, se basaron en las presuntas irregularidades reflejadas en el 
"Informe de Fiscalización de las ayudas sociolaborales a trabajadores afectados por expedientes 
de regulación de empleo y empresas en crisis otorgadas por la Administración de la Junta de 
Andalucía, 2001-2010", de fecha 18 de octubre de 2012- en adelante, el IF2012. 
De acuerdo con el contenido del IF2012, el alcance de la actuación fiscalizadora se ha limitado a 
las ayudas sociolaborales y las ayudas a empresas concedidas por la Consejería de Empleo, que se 
han ejecutado mediante transferencias de financiación y encomiendas de gestión a través del ente 
instrumental IFA/IDEA, durante los ejercicios 2001 a 2010, ambos inclusive. 
Los créditos destinados a la ejecución de dichas ayudas se han encuadrado funcionalmente en el 
programa presupuestario denominado “Administración de las Relaciones Laborales” -en adelante 
el “programa presupuestario 31L”, que ha estado dotado con un conjunto de créditos vinculados 
al mantenimiento del empleo y al fomento del tejido productivo andaluz, abordando su 
consecución desde el ámbito de las relaciones laborales individuales y colectivas, y la gestión de 
subvenciones y ayudas. 
Los expedientes de ayudas gestionadas en el ámbito del precitado programa presupuestario 31L 
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se han clasificado en tres grupos: 
1. Ayudas sociolaborales a la prejubilación concedidas para hacer frente a la situación de los 
trabajadores afectados por un expediente de regulación de empleo u otro tipo de despido. 
2. Ayudas destinadas a empresas para la financiación de planes de viabilidad, inversiones en 
infraestructura, mantenimiento del empleo y de la capacidad productiva, pago de nóminas, etc. 
3. Expedientes de refinanciación cuya finalidad era refinanciar las pólizas de rentas respecto de los 
trabajadores sobre los que no se había constatado irregularidad alguna. 
Pues bien, en el presente procedimiento de reintegro por alcance se enjuician unos hechos que se 
refieren al primero de los grupos de ayudas recién referidos ut supra: las ayudas sociolaborales a 
la prejubilación concedidas para hacer frente a la situación de trabajadores afectados por un 
expediente de regulación de empleo u otro tipo de despido, cuya finalidad pública era intentar 
amortiguar el impacto sociolaboral que pudieran causar las crisis de las medianas y grandes 
empresas radicadas en la Comunidad Autónoma de Andalucía -en adelante, CAA-, que conllevaban 
que determinados trabajadores perdieran su puesto de trabajo y que, básicamente, por razón de 
la edad, tuvieran dificultades de integración en el mercado laboral. 
En efecto, dentro de este grupo de expedientes relativos a las ayudas sociolaborales a la 
prejubilación, se encuentra el referido a la empresa Almagrera, S.A.), que se analiza en el presente 
Procedimiento de Reintegro por Alcance n.º B-137/16-11. 
En primer lugar, debe destacarse que, salvo una pequeña parte que ha sido gestionada 
directamente por la Consejería de Empleo, durante los ejercicios 2001 a 2010, la práctica totalidad 
de la ejecución de los créditos del programa presupuestario 31L, destinados a la gestión de las 
ayudas sociolaborales a la prejubilación, se ha realizado a través de los entes instrumentales 
“Instituto de Fomento de Andalucía” -en adelante, IFA- (hasta 2004) y “Agencia de Innovación y 
Desarrollo de Andalucía” -en adelante, IDEA- , que sucedió al anterior (de 2004 en adelante). 
Los instrumentos jurídicos de colaboración suscritos entre la Consejería de Empleo y el IFA/IDEA 
para la gestión de las ayudas sociolaborales financiadas por el programa 31L durante el periodo 
fiscalizado han sido los siguientes: 
- El Convenio Marco de Colaboración de fecha 17 de julio de 2001. 
- Los Convenios particulares para la materialización del pago de ayudas. 
- Las Encomiendas de Gestión formalizadas en virtud de las Órdenes de 30 de diciembre de 2008 y 
27 de abril de 2010. 
Una vez analizado el contenido del IF2012, se constata que en el mismo se ponen de manifiesto, 
con carácter general, una serie de presuntas irregularidades en la concesión de las ayudas 
sociolaborales a la prejubilación y de las ayudas a empresas, entre las que cabe destacar las 
siguientes: 
1) Hasta la publicación de la Orden de 3 de marzo de 2010, no consta el acto administrativo previo 
y necesario de delegación de competencias, con los requisitos que exigen los artículos 101 y 102 
de la Ley 9/2007, de la Administración de la Junta de Andalucía, y el artículo 13 de la entonces 
vigente Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a efectos de que el Consejero de Empleo pudiera delegar 
en el Director General de Trabajo y Seguridad Social la competencia para la concesión de las 
subvenciones y ayudas del programa presupuestario 31L. 
2) Las ayudas objeto de fiscalización se han analizado desde la perspectiva de las subvenciones 
excepcionales, al no disponer de bases reguladoras ni convocatoria pública. En el caso de las 
ayudas sociolaborales a la prejubilación gestionadas con cargo al programa presupuestario 31L, 
aunque se admitiera el carácter excepcional de las mismas, su permanencia en el tiempo y 
reiteración en su concesión, hubieran justificado su tramitación a través de un procedimiento de 
carácter reglado. 
3) Durante los ejercicios 2001 a 2010, aproximadamente, el 90% de la ejecución de los créditos del 
programa presupuestario 31L, destinados a la gestión de las ayudas sociolaborales a la 
prejubilación, se ha realizado a través del ente instrumental IFA/IDEA mediante el instrumento 
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presupuestario de las “transferencias de financiación”. Con independencia de la cobertura dada 
por las respectivas Leyes de Presupuestos de la Comunidad Autónoma a las transferencias de 
financiación, se ha realizado un uso inadecuado de esta figura como procedimiento de ejecución 
de los citados créditos presupuestarios, que ha tenido las siguientes consecuencias:  
3.1. La ausencia de la preceptiva fiscalización previa, adecuada a la naturaleza del gasto 
subvencional. 
3.2. La contracción de compromisos de gastos de carácter plurianual sin articular los expedientes 
de tal naturaleza. 
3.3. La asunción de compromisos de gastos al margen de la cobertura presupuestaria plurianual ha 
dado lugar al incumplimiento reiterado de los calendarios de pago, con la consiguiente liquidación 
de intereses de demora. 
4) En cuanto al 10% restante de la ejecución de los créditos del programa presupuestario 31L, 
destinados a la gestión de las ayudas sociolaborales a la prejubilación, si bien una pequeña parte 
de dicho porcentaje se ha realizado directamente por la propia Consejería de Empleo, la mayor 
parte también se ha realizado a través de IDEA, pero mediante la figura de la encomienda de 
gestión, en lugar de mediante las transferencias de financiación. 
Concretamente, a través de la encomienda de gestión autorizada por Orden de la Consejería de 
Empleo, de 27 de abril de 2010, se tramitó la totalidad del crédito definitivo correspondiente al 
ejercicio 2010. 
Al igual que en el caso de las transferencias de financiación, se han constatado incumplimientos de 
la normativa presupuestaria mediante el empleo del instrumento de la encomienda de gestión, ya 
que el órgano gestor ha tramitado la remisión de los fondos a favor de IDEA, sin que previamente 
se hubiera acreditado que las ayudas sociolaborales habían sido efectivamente concedidas 
mediante el adecuado expediente administrativo de concesión de ayuda excepcional. 
Por lo tanto, en el ejercicio 2010, la tramitación presupuestaria para la ejecución de los créditos 
del programa presupuestario 31L, destinados a la gestión de las ayudas sociolaborales a la 
prejubilación, ha seguido un procedimiento idéntico al utilizado en ejercicios anteriores cuando se 
recurría al instrumento presupuestario de las transferencias de financiación. 
5) Además de las dos anteriores figuras, se ha comprobado que la ejecución de los créditos del 
programa presupuestario 31L, destinados a la gestión de las ayudas sociolaborales a la 
prejubilación, también se ha realizado por un procedimiento irregular al que se le ha denominado 
por la propia Consejería de Empleo “pagos cruzados”. Bajo esta denominación, se agruparían 
aquellos pagos que, inicialmente, y siguiendo las órdenes cursadas por el Director General de 
Trabajo y Seguridad Social, se habían materializado por el IFA/IDEA a una concreta entidad de 
seguros para una finalidad y unos beneficiarios determinados, pero que, posteriormente, por 
indicación expresa del propio Director General a la entidad receptora de los fondos públicos, se 
acababan destinando a otros beneficiarios, sin que el ente pagador (IFA/IDEA) tuviera 
conocimiento de esta circunstancia. 
En consecuencia, mediante este procedimiento de “pagos cruzados”, se han venido produciendo 
desviaciones de los importes destinados inicialmente por el IFA/IDEA al pago de una concreta 
póliza de seguro colectivo de rentas, que finalmente se han derivado a otras pólizas diferentes. 
6) La Consejería de Empleo no realizó el diseño previo de las ayudas. En este sentido, no se 
establecieron los siguientes extremos: los requisitos exigidos para ser beneficiarios; los criterios 
para la aceptación o rechazo de las solicitudes; los plazos de ejecución de las acciones a 
subvencionar; las actuaciones posteriores encaminadas a obtener la justificación del cumplimiento 
de las finalidades y del empleo de los fondos otorgados. 
7) Con respecto a las ayudas sociolaborales a la prejubilación, su objeto queda circunscrito a la 
protección de los trabajadores afectados por expedientes de regulación de empleo u otro tipo de 
despido. No obstante, el procedimiento seguido en su concesión se ha llevado a cabo al margen 
del previsto en la legislación vigente para este tipo de ayudas. 
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No ha quedado acreditado el uso adecuado del margen de discrecionalidad de la Administración 
al financiar prejubilaciones con distintos umbrales de edad, coberturas y condiciones. 
Se han detectado situaciones de irregularidad en un número determinado de beneficiaros incluidos 
en las pólizas financiadas, que han sido puestas en conocimiento de la Consejería de Empleo para 
su verificación. 
Se ha puesto de manifiesto que los gastos externos o de comisiones incluidos en la prima de riesgo 
financiada han resultado superiores a la media del mercado. 
Todos estos hechos han dado lugar a la suspensión de los pagos hasta la justificación de los 
importes abonados.   
8) Las ayudas a empresas, hasta el ejercicio 2010, se han otorgado, con carácter general, 
prescindiendo absolutamente del procedimiento administrativo establecido al efecto. Asimismo, 
ni se ha exigido por la Administración, ni ha quedado acreditado por el beneficiario, el 
cumplimiento de las finalidades para las que fueron concedidas, ni la correcta aplicación de los 
fondos. 
9) La calificación de estas ayudas como subvención excepcional ha dado lugar a un abuso del 
margen de la discrecionalidad administrativa en su concesión, que se ha puesto de manifiesto en 
hechos tales como, la concentración de las ayudas en determinadas zonas geográficas, en grupos 
de empresas y en concesiones realizadas sin acreditar el fin o interés público perseguido con las 
mismas. 
10) Desde el ejercicio 2001, los informes de control financiero permanente han puesto de 
manifiesto incumplimientos y conclusiones en relación con la tramitación como transferencias de 
financiación de los expedientes de gastos en los que el destino de los fondos venía determinado 
por el órgano de gestión; así como, el incumplimiento de la norma sustantiva “al conceder 
subvenciones excepcionales prescindiendo de forma absoluta del procedimiento administrativo 
establecido en el artículo 107 de la LGHPCA”. 
Pues bien, en relación con las presuntas irregularidades reflejadas en el IF2012 que se acaban de 
exponer, debe advertirse que, desde la perspectiva de la responsabilidad contable, el pago con 
fondos públicos en concepto de ayuda o subvención que se realice prescindiendo absolutamente 
del procedimiento administrativo establecido al efecto y con absoluto desprecio de las exigencias 
más elementales derivadas de la normativa aplicable en materia de gasto público, constituye un 
hecho dañoso para los fondos públicos que debe ser calificado como alcance o malversación, en el 
sentido del artículo 72 de la LFTCu, y del artículo 177.1.a) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria -LGP-. 
La responsabilidad contable en estos casos alcanza, con carácter general, a los gestores de fondos 
públicos que hayan ordenado o realizado los pagos, ex artículo 42.1 de la Ley Orgánica 2/1982, del 
Tribunal de Cuentas -LOTCu-. 
Además, debe precisarse que, tratándose de pagos realizados en concepto de subvenciones o 
ayudas públicas, no sólo tienen la condición de gestores de fondos públicos, con deber de rendir 
cuentas de su correcto empleo, las autoridades, funcionarios o empleados públicos que conceden 
o pagan la ayuda, o intervienen con capacidad de decisión en la concesión o pago de la misma, sino 
también los perceptores de los fondos públicos, en los términos que resultan de los artículos 34.3 
y 49.1 de la LFTCu, y 177.1.e) de la LGP. 
En efecto, en los casos de ayudas concedidas y pagadas de manera injustificada, de espaldas a la 
normativa vigente y prescindiendo de manera absoluta de los procedimientos legalmente 
establecidos, la responsabilidad contable puede alcanzar tanto a quienes con su conducta 
provocan o hacen posible la salida de los fondos públicos, como a quienes perciben dichos fondos, 
ya que en estos casos la única finalidad a la que legalmente podrían ser aplicados los mismos es su 
devolución a las arcas públicas, cualquier otro destino que les fuera dado por su perceptor sería 
contrario a la Ley, con la consiguiente responsabilidad contable del perceptor de la ayuda por falta 
de justificación de la inversión de los fondos recibidos. 



11 

 

 

Conviene advertir que, en cualquier caso, a fin de apreciar la responsabilidad contable de quienes 
hayan podido contribuir con su conducta a causar daño o a dificultar su reparación, también 
deberán concurrir necesariamente el resto de los presupuestos que configuran la responsabilidad 
contable y, específicamente, el presupuesto del elemento subjetivo del dolo o la negligencia grave. 
Partiendo de este planteamiento general, a continuación, se examinará la pretensión de 
responsabilidad contable que la Junta de Andalucía ejercita en el presente procedimiento de 
reintegro por alcance, a la que también se ha adherido el Ministerio Fiscal. 
SEGUNDO.- Mediante escrito recibido el 1 de julio de 2019, la Junta de Andalucía formuló demanda 
de procedimiento de reintegro por alcance contra don J., don J., Uniter, S.L. y don M., siendo la 
pretensión deducida la de que se declarase la existencia de un alcance a los fondos públicos de la 
Junta de Andalucía por importe de 2.589,18 euros, más sus correspondientes intereses legales, y 
que se declarase a los demandados responsables contables directos y solidarios de dicho alcance, 
debiendo ser condenados al reintegro del principal del alcance, con sus intereses legales 
correspondientes, así como al pago de las costas procesales. 
Según la demanda, el daño a los fondos públicos de la Junta de Andalucía se habría producido al 
asumir la Comunidad Autónoma el coste de la inclusión del demandado Sr. M. en la póliza suscrita 
para Mina de Almagrera, lo que la demanda considera injustificado ya que dicho demandado no 
había trabajado nunca en esa mina y era, además, beneficiario de la póliza suscrita para la 
denominada Bolsa de Tharsis. La demanda cifra el referido coste, asumido injustificadamente por 
la Junta de Andalucía, en el total reclamado en este procedimiento de 2.589,18 euros. 
La Junta de Andalucía fundamenta las pretensiones de su demanda, esencialmente, en las 
siguientes causas de pedir: 
- En cuanto a la responsabilidad contable de don J., la demanda la fundamenta en que este 
demandado, durante el tiempo en que ocupó el cargo de Director General de Trabajo, “concedió 
sin justificación alguna una ayuda por importe de (s.e.u.o.) 2.589,18 euros para el pago de un 
suplemento de la póliza destinada a los ex trabajadores de Minas de Almagrera con el fin de 
asegurar una renta a D. M., que nunca había trabajado en dicha empresa.” 
- Respecto de la responsabilidad contable de Uniter S.L. y don J., a juicio de la demandante, les 
sería imputable porque “Uniter, como empresa mediadora de la póliza colectiva, y D. J., como 
propietario de dicha compañía, cooperaron activamente a la producción del menoscabo al incluir 
en la póliza a la personas que nunca había trabajado en la empresa a sabiendas de dicha 
circunstancia, toda vez que la realización de los estudios actuariales por UNITER exigían el 
conocimiento de las circunstancias personales y laborales de los indebidamente incluidos, y todo 
ello para obtener un incremento en la comisión por la mediación.” 
- Finalmente, en cuanto a la responsabilidad contable de don M., la Junta de Andalucía dirige su 
pretensión contra él porque entiende que “esta persona, a sabiendas de que no tenía derecho, 
consintió su inclusión en la póliza para extrabajadores de Minas de Almagrera con el exclusivo 
ánimo de obtener un incremento patrimonial injustificado.” 
Por su parte, el Ministerio Fiscal se adhirió íntegramente a la demanda de la Junta de Andalucía, 
mediante escrito de fecha 13 de septiembre de 2019. 
TERCERO.- Han contestado a la demanda los siguientes demandados: 
- Don M., mediante escrito presentado el 16 de octubre de 2020.  
- Uniter S.L. y don J., mediante escrito presentado el 19 de septiembre de 2023. 
El demandado don J. no se personó en las actuaciones ni contestó a la demanda dentro del plazo 
conferido al efecto, por lo que fue declarado en rebeldía mediante Decreto de fecha 23 de 
diciembre de 2025. 
A) Don M., en su contestación, niega que tenga la condición de gestor de fondos públicos; alega 
que no puede considerarse al Sr. M. beneficiario de la ayuda, sino en todo caso a la Asociación de 
la Faja Pirítica de Huelva; invoca la resolución favorable obtenida por el Sr. M. en el proceso 
contencioso-administrativo sobre reintegro de la ayuda, afirmando que tiene efecto vinculante en 
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el presente proceso contable; afirma que, si se le incluyó en la póliza de Almagrera por cercanía 
con la localidad de Valverde del Camino, donde reside, en lugar de la que le correspondía por su 
empresa (Compañía Española de Minas de Tharsis), se trataría de “un hecho que un minero no 
puede saber ni comprender su alcance”; alega que las prestaciones recibidas por el trabajador en 
el ámbito de la póliza de seguros son ajenas al ámbito administrativo y entran dentro de las 
relaciones jurídico-privadas propias de las relaciones laborales; califica las ayudas como directas y 
excepcionales o de carácter extraordinario, poniendo de manifiesto la falta de motivación de su 
concesión, así como la ausencia de notificación o comunicación al Sr. M. de la concesión de la 
ayuda, su régimen jurídico y condiciones a cumplir por el beneficiario; hace referencia asimismo a 
las actuaciones administrativas de la Junta de Andalucía en relación al reintegro de las ayudas y al 
Decreto Ley 4/2012; alega también que la Administración carece de legitimación para reclamar la 
rentas percibidas por los beneficiarios de las pólizas porque la financiación administrativa no se 
refiere a las rentas de prejubilación sino a las primas del seguro; y alega, finalmente, con carácter 
subsidiario, la prescripción, con base en lo dispuesto en la Ley General de la Seguridad Social y en 
el Texto Refundido de la Ley General de la Hacienda Pública de la Junta de Andalucía, solicitando, 
en conclusión que se dicte sentencia absolutoria con condena en costas a la parte contraria. 
B) La representación procesal de la mercantil Uniter S.L. y de don J., en su escrito de contestación, 
alega falta de legitimación pasiva en relación con la responsabilidad contable que se le reclama, 
negando que dichos demandados tuvieran la condición de gestores de fondos públicos y poniendo 
de manifiesto que no fueron considerados responsables contables en el acta de liquidación 
provisional; asimismo, aduce la improcedencia de la tramitación como procedimiento de reintegro 
por alcance, por lo que concluye suplicando que se dicte sentencia desestimatoria de la demanda 
con condena en costas a la actora. 
En escrito posterior, presentado el 14 de enero de 2026, la representación procesal de Uniter, S.L. 
y del Sr. J. solicitó que se tuvieran en consideración a la hora de resolver el presente procedimiento 
el Auto de 17 de septiembre de 2025, dictado en el Procedimiento de Reintegro por Alcance nº B-
137/16-03- Minas de Rio Tinto S.A., que suspendió dicho procedimiento por prejudicialidad penal, 
y la Sentencia número 10/2024, de 20 de diciembre de 2024, dictada en el Procedimiento de 
Reintegro por alcance número B- 137/16-7 CALDERINOX, S.A., que absolvió a los citados 
demandados por falta de legitimación pasiva ante la jurisdicción contable. 
CUARTO.- Una vez expuestas las pretensiones de las partes, debe comprobarse, con carácter 
previo, si concurre en los demandados la condición de cuentadantes. 
Se examinará esta cuestión en primer lugar pues la concurrencia en los demandados de la 
condición de cuentadantes no solamente condiciona la legitimación pasiva frente a reclamaciones 
basadas en responsabilidad contable, sino que resulta determinante de la propia jurisdicción de 
este Tribunal de Cuentas, que no se extiende en ningún caso al enjuiciamiento de pretensiones 
dirigidas contra sujetos que carezcan de dicha condición. La Sentencia de la Sala de Justicia de este 
Tribunal de Cuentas nº 9/2006, de 7 de abril, ha subrayado la vinculación entre la legitimación 
pasiva en las pretensiones de responsabilidad contable y los límites de la jurisdicción del Tribunal 
de Cuentas: 
“No habiéndose atribuido a la jurisdicción contable como jurisdicción especializada la competencia 
para poder declarar responsabilidad contable a quienes no manejan caudales o efectos públicos, 
ni en la Ley Orgánica 2/1982 ni en la Ley 7/1988, no procede que se exceda en su jurisdicción por 
mor de lo dispuesto en el aludido art. 9 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
pues en otro caso tal exceso de jurisdicción sería un motivo claro de fundamentar un recurso de 
casación ante la Sala 3ª del Tribunal Supremo contra las resoluciones de la jurisdicción contable 
que fueran susceptibles de interponer dicho recurso conforme a lo previsto en el art. 82 de la Ley 
7/1988, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. Aunque la atribución jurisdiccional por 
acciones conexas es una cuestión prevista y solucionada en otros órdenes jurisdiccionales de 
nuestro derecho positivo lo cierto es que en la jurisdicción contable no se ha regulado 
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expresamente tal materia referida a responsabilidades conexas imputables a personas sujetas a 
distintas jurisdicciones, por lo que únicamente cabe hablar de responsabilidades contables cuando 
afectan a los que deban rendir cuentas por el manejo de caudales o efectos públicos, sin que sea 
posible extender más allá el ámbito de la jurisdicción contable so pena de desbordarlo con posible 
colisión con otros órdenes jurisdiccionales, especialmente con la jurisdicción civil o contenciosa”. 
Siendo la jurisdicción un presupuesto de validez de cualquier pronunciamiento de este tribunal 
sobre las pretensiones planteadas en la demanda, esta cuestión ha de ser examinada y decidida 
con carácter previo y con referencia a todos los demandados, hayan alegado o no la falta de 
legitimación pasiva, pues la falta de jurisdicción es cuestión procesal de orden público que debe 
ser examinada de oficio por el órgano jurisdiccional. 
La legitimación pasiva en las acciones de exigencia de responsabilidad contable corresponde 
únicamente a los gestores de fondos públicos y a los perceptores de ayudas o subvenciones 
públicas. Así resulta de lo dispuesto en el artículo 2.b) de la LOTCu y en el artículo 49.1 de la LFTCu. 
En anteriores resoluciones dictadas en procedimientos relativos a ayudas concedidas por la 
Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía en los ejercicios 2001 a 2010 (sentencia nº 10/2024, 
de 20 de diciembre, dictada en el PRA 137/16-7 sobre las ayudas a Calderinox; sentencia nº 3/2025, 
de 8 de septiembre, dictada en el PRA 137/16-8 sobre las ayudas a Europa Center; sentencia nº 
4/2025, de 8 de septiembre, dictada en el PRA 137/16-15 sobre las ayudas a Surcolor, S.A.; 
sentencia nº 9/2025, de 22 de diciembre, dictada en el PRA 137/16-0, sobre las ayudas a 
Aglomerados Morell, S.A.; y sentencia nº 3/2026, de 13 de mayo, sobre las ayudas a Grupo Dhul), 
este órgano jurisdiccional contable ha precisado de manera detallada qué ha de entenderse por 
gestor de fondos públicos y por perceptor de ayudas o subvenciones públicas, de acuerdo con la 
jurisprudencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo y la doctrina de la Sala de Justicia de este 
Tribunal de Cuentas. 
Atendiendo a lo extensamente razonado en las citadas resoluciones, resulta claro que, en el 
supuesto de autos, carecen de legitimación pasiva ante esta jurisdicción contable la mercantil 
Uniter S.L., don J. y don M., por no concurrir en ellos la condición de cuentadante, en atención a 
las consideraciones que se van a exponer en este y en el siguiente fundamento jurídico. 
A continuación, va a ser analizada la falta de legitimación pasiva de los precitados demandados, 
comenzando por Uniter S.L. y don J. 
En primer lugar, resulta evidente que ni uno ni otro tenían vínculo funcionarial ni laboral de 
ninguna clase con la Junta de Andalucía, al tratarse de una sociedad mercantil privada y de su 
administrador, sin que existiera tampoco, en este caso, ningún vínculo contractual, ni 
administrativo, ni de Derecho privado, en cuya virtud la Junta de Andalucía hubiese transferido a 
estos demandados el ejercicio de ninguna función de gestión de fondos públicos de las 
relacionadas en el artículo 15 de la LOTCu. La demanda se dirige contra Uniter, S.L. “como empresa 
mediadora de la póliza colectiva”, y contra el Sr. J., “como propietario de dicha compañía”. Es claro 
que la mediación en un contrato de seguro entre la compañía La Estrella, S.A. y la Asociación de la 
Faja Pirítica de Huelva no genera ningún vínculo jurídico de la mediadora, ni del “propietario” de 
ésta, con la Junta de Andalucía. 
En su escrito de alegaciones de fecha 5 de febrero de 2026, la representación de la Junta de 
Andalucía manifiesta que, en el caso que nos ocupa, a diferencia de lo que sucedía en el 
procedimiento B 137/16-7 (CALDERINOX), se ha aportado con la demanda “prueba documental de 
la que resulta que al Sr. J. se le encarga expresamente, con la empresa con la que actuaba, Uniter, 
S.L, la gestión de varias pólizas, entre ellas, la de Almagrera, en todos sus aspectos, siendo por ello, 
tanto el Sr. J. como su empresa a través de la cual actuaba, Uniter, S.L, un administrador de fondos 
públicos destinados a sufragar esas pólizas, así comisionado por la Administración titular de esos 
fondos.” Se afirma en el escrito que “resulta así, en este caso, la presencia de un vínculo contractual 
del Sr. J. y de Uniter, S.L con la Junta de Andalucía por el que ésta les transfirió el ejercicio de 
funciones de gestión de fondos públicos vinculada a la póliza de seguro de Almagrera”, y se 
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concluye que “el Sr. J., y, con él, su empresa Uniter, S.L, con el encargo comisionado recibido de 
parte del Director General de Trabajo, Sr. Guerrero Benítez, cooperó activamente en la producción 
del menoscabo”. 
Ahora bien, este tribunal ha examinado la prueba documental a que se refiere la representación 
de la Junta de Andalucía (documento pdf “atestado 127-2014”, páginas digitales 14, 63 y 64), y no 
puede compartir las conclusiones que de ella extrae la parte actora. Los pasajes del citado 
documento en que la Junta de Andalucía apoya sus manifestaciones son, en primer lugar, 
apreciaciones de los funcionarios policiales autores del atestado que confirman las labores de 
mediación realizadas por Uniter en relación con las pólizas de la Faja Pirítica de Huelva, 
intervención que nadie discute, pero nada dicen de la existencia de ningún “vínculo contractual” 
ni de ninguna “comisión” mediante los que la Junta de Andalucía confiara a Uniter la gestión de 
fondos públicos. La única relación contractual existente con Uniter es la que une a esta entidad 
con la Asociación de la Faja Pirítica, que es la tomadora del seguro, lo que, por lo demás, explica 
que, como se señala en el atestado, las inclusiones de intrusos en las pólizas se realizaran “a 
demanda de los propios sindicatos” que, en este caso, eran los miembros de la Asociación de la 
Faja Pirítica de Huelva. Finalmente, en el caso que nos ocupa, los pagos de las primas se efectuaron 
directamente por IFA/IDEA a la compañía aseguradora, sin intervención alguna, directa ni 
indirecta, de la entidad mediadora en el procedimiento de gasto público, por lo que ninguna 
participación cabe atribuir a esta entidad en actos de gestión de fondos públicos, que son los únicos 
de los que podría derivar responsabilidad contable. 
Por otro lado, tampoco tienen Uniter, S.L. ni don J. la condición de perceptores de la ayuda 
sociolaboral a que se refiere la demanda. Por lo tanto, se trataría de un caso muy diferente al del 
procedimiento de reintegro por alcance nº B-225/15-39 (es uno los procedimientos de reintegro 
por alcance relativos a las denominadas “ayudas a empresas”; concretamente la pieza relativa a la 
asociación “Faja Pirítica de Huelva”), que finalizó con sentencia de fecha 13 de septiembre de 2018, 
dictada por este Departamento 2º de Enjuiciamiento, y que ya ha alcanzado firmeza. En este caso 
concreto, Uniter y el Sr. J. sí fueron los perceptores reales de la ayuda pública cuya beneficiaria 
aparente era la Asociación de la Faja Pirítica de Huelva, pero que realmente estaba destinada a 
sufragar las pérdidas sufridas por la empresa Uniter, S.L., como consecuencia de la falta de pago 
de las primas a las entidades aseguradoras, asumiéndose de esta forma, con cargo a fondos 
públicos, la cobertura de unos gastos que no correspondían a la Junta de Andalucía y que en modo 
alguno podían ser objeto de una ayuda de carácter excepcional. 
Sin embargo, en el presente Procedimiento de reintegro por alcance n.º B-137/16-11, la Junta de 
Andalucía ha demandado a Uniter, S.L. y a don J. por entender que “cooperaron activamente a la 
producción del menoscabo al incluir en la póliza a personas que nunca había trabajado en la 
empresa a sabiendas de dicha circunstancia”. Ahora bien, no concurriendo en los citados 
demandados la condición de cuentadantes, por no ser gestores de los fondos públicos dañados, ni 
perceptores de la ayuda pública a que se refiere la demanda, las responsabilidades en que hubieran 
podido incurrir por esa “cooperación activa” que la Junta de Andalucía les atribuye en el perjuicio 
causado a los fondos públicos no serían responsabilidades contables y, por lo tanto, no pueden ser 
declaradas por esta jurisdicción contable, sin perjuicio de que pudieran dar lugar a 
responsabilidades penales o de otra naturaleza. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuesto en el presente fundamento, se desestima la 
demanda de la Junta de Andalucía, en cuanto a las pretensiones ejercitadas contra la mercantil 
Uniter, S.L. y contra don J., por falta de legitimación pasiva de dichos demandados ante esta 
jurisdicción contable. 
QUINTO.- La falta de legitimación pasiva de don M. deriva de que este demandado no puede ser 
considerado cuentadante, pues no le unía vínculo jurídico alguno con la Junta de Andalucía en cuya 
virtud gestionase los fondos públicos de ésta, ni tampoco era el perceptor de la ayuda sociolaboral 
cuestionada en la demanda. 
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Respecto a esto último, resulta obligado destacar que, en relación con la cuestión controvertida 
relativa a quién es el beneficiario real de las ayudas sociolaborales, este órgano jurisdiccional 
contable considera, como ya se ha señalado -y razonado por extenso- en múltiples resoluciones 
anteriores, que los beneficiarios de las ayudas no eran los trabajadores, sino las empresas. Así lo 
entendió también la Sala Segunda del Tribunal Supremo en la Sentencia n.º 749/2022, de 13 
septiembre (Roj: STS 3258/2022), que confirmó en este punto la Sentencia n.º 490/2019 de 19 
noviembre, dictada por la Audiencia Provincial de Sevilla; y así lo ha entendido igualmente la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo (Sección 4ª) cuya sentencia n.º 446/2019, 
de 1 de julio de 2019, establece la siguiente doctrina de interés casacional: 
“[…] que, en los casos en que haya sido otorgada una subvención socio laboral, de carácter 
excepcional, con objeto de sufragar la suscripción de una póliza de seguro colectivo de rentas 
destinada a cubrir las prejubilaciones de los ex trabajadores de una empresa acordadas en 
expediente de regulación de empleo y constatada la indebida inclusión y continuidad no regular 
en la percepción de beneficios derivados dicha póliza, como beneficiarios de la misma, de quienes 
no tienen la condición de ex trabajadores de la empresa afectada por el expediente de regulación 
de empleo, la Administración concedente de la ayuda no está habilitada para reclamar a los 
beneficiarios finales de dicha ayuda el reintegro de las cantidades que indebidamente hubieran 
percibido, sino que tendrá derecho a reclamar de la aseguradora una reducción de la prima por la 
cobertura indebida de una persona […]”. 
Esta sentencia se refiere a uno de los expedientes de reintegro de subvenciones que tramitó la 
Junta de Andalucía respecto a una persona que había sido incluida en una póliza de rentas de 
prejubilación financiada con fondos públicos, sin pertenecer a la empresa para cuyos trabajadores 
se había concertado el seguro -esto es, respecto de un “intruso”-. Esta doctrina casacional expuesta 
ha sido reiterada en otras sentencias posteriores: por todas, STS 3ª, sección 4ª, nº 1636/2019, de 
26 de noviembre de 2019; STS 3ª, sección 4ª, nº 1685/2019, de 5 de diciembre de 2019; STS 3ª, 
sección 4ª, nº 1746/2019, de 16 de diciembre de 2019; STS 3ª, sección 4ª, nº 705/2020, de 9 de 
junio de 2020 y STS 3ª, sección 4ª, nº 787/2020, de 17 de junio de 2020. 
Aplicando la doctrina que se acaba de exponer al caso a que se refiere la demanda, es forzoso 
concluir que la perceptora de la ayuda, en este caso, fue, por un lado, la Asociación de la Faja 
Pirítica de Huelva, en su condición de tomadora de la póliza cuyas primas fueron abonadas con 
fondos públicos, y, por otro, la empresa Almagrera S.A. en la medida en que la ayuda pública se 
destinó al cumplimiento de obligaciones de dicha empresa con sus trabajadores, asumidas en el 
ERE 29/2002, reduciendo así el pasivo de la empresa. 
Ciertamente, la finalidad de la ayuda pública era asegurar que los extrabajadores de las empresas 
mineras de la Faja Pirítica de Huelva afectados por los despidos percibieran determinadas rentas 
hasta su jubilación, pero no debe olvidarse que, en el presente caso, para conseguir dicha finalidad 
no se articularon subvenciones o ayudas directas con fondos públicos para dichos trabajadores, 
sino que se concedió una ayuda a la Asociación de la Faja Pirítica de Huelva para que esta 
contratara con una compañía aseguradora una determinada modalidad de seguro: concretamente, 
un seguro colectivo sobre la vida, modalidad de rentas temporales, que tuviera por beneficiarios a 
los extrabajadores de dichas empresas. 
En definitiva, por todos los razonamientos expuestos en el presente fundamento, procede la 
desestimación de la demanda de la Junta de Andalucía en cuanto a las pretensiones ejercitadas 
frente a don M., ya que este demandado no tiene legitimación pasiva ante esta jurisdicción 
contable, al no haber sido gestor de los fondos públicos dañados, ni tampoco perceptor de las 
ayudas públicas a que se refiere la demanda.  
Finalmente, debe advertirse que la desestimación de las pretensiones de la Junta de Andalucía y 
del Ministerio Fiscal contra la mercantil Uniter, S.L., don J. y don M., por no tener la condición de 
cuentadantes, hace innecesario pronunciarse acerca de los demás motivos de oposición a la 
demanda alegados por estos demandados en sus contestaciones. 
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SEXTO.- Declarada la falta de legitimación pasiva de los codemandados Uniter S.L., don J. y don M., 
a continuación, deben ser enjuiciadas las presuntas responsabilidades contables que en la 
demanda se atribuyen a don J. 
El Sr. J., en su condición de Director General de Trabajo de la Junta de Andalucía, entre el 29 de 
abril de 2008 y el 6 de abril de 2010, tenía indiscutiblemente la condición de gestor de los fondos 
públicos de la Junta de Andalucía, al menos con referencia a su actuación al frente de la citada 
Dirección General durante el período en que desempeñó el cargo. 
Si bien la Junta de Andalucía, en su escrito de fecha 5 de febrero de 2026, ha alegado la posible 
existencia de prejudicialidad penal, a efectos de enjuiciar la prescripción de la responsabilidad 
contable, en el presente caso se examinará primero la concurrencia de los requisitos de los que 
depende el nacimiento de esta clase de responsabilidad, comenzando por la producción de un 
daño efectivo a los fondos públicos, pues, si no concurrieran dichos requisitos y, por lo tanto, no 
pudiera atribuirse ninguna responsabilidad contable al Sr. J. por los hechos a que se refiere la 
demanda, ninguna necesidad habría de enjuiciar la prescripción (que, por lo demás, no ha sido 
alegada por el Sr. J.) ni, en consecuencia, de esperar a la decisión de los tribunales penales sobre 
la naturaleza delictiva o no delictiva de los hechos enjuiciados en la presente causa contable. 
A fin de determinar si los hechos en que se basan las pretensiones de la demanda de la Junta de 
Andalucía han ocasionado un perjuicio a los fondos públicos constitutivo de alcance, conviene 
precisar que, en el presente caso, la Junta de Andalucía no cuestiona la licitud de las ayudas 
concedidas para el pago de las primas de las pólizas concertadas con el fin de asegurar rentas de 
prejubilación a los extrabajadores de las minas de la Faja Pirítica de Huelva. No se ha planteado, 
por tanto, en este caso, a diferencia de lo que la Junta ha mantenido en otros, que la totalidad de 
los pagos realizados con fondos públicos para costear dichas primas sean injustificados y 
determinantes de un perjuicio a dichos fondos.  
El único daño que la demanda considera que se ha ocasionado a los fondos públicos por los pagos 
de la prima de la póliza nº 5-83-190.001.004 de la compañía La Estrella, suscrita para asegurar 
rentas de prejubilación a los extrabajadores de la Mina de Almagrera, es el pago de 2.589,18 euros 
realizado como consecuencia de los ajustes de la prima derivados del suplemento nº 2 de la 
referida póliza. Ese pago obedece a la inclusión en dicho suplemento de ajustes de la renta 
asegurada a don M., quien no fue trabajador de la Mina de Almagrera ni figuraba entre los 
beneficiarios originarios de la póliza. 
La inclusión del ajuste de la renta del Sr. M. en la póliza de Almagrera, empresa en la que nunca 
había trabajado, es, sin duda, un hecho anómalo, pero, atendido el conjunto de la prueba 
documental obrante en autos, así como todas las demás circunstancias que se han puesto de 
manifiesto a este tribunal, debe concluirse que no cabe considerar acreditado que esa anomalía 
haya generado un perjuicio a los fondos públicos de la Junta de Andalucía. A este respecto es un 
dato muy relevante que el Sr. M. formaba parte del denominado “colectivo histórico” de Bolsa de 
Tharsis, para el que se suscribió, con la misma compañía La Estrella, en la misma fecha (23 de 
septiembre de 2003) y por el mismo tomador (Asociación de la Faja Pirítica) la póliza nº 5-83-
190.001.008. El Sr. M. figuraba entre los beneficiarios originarios de esta última póliza, con unas 
rentas aseguradas que sumaban un total de 185.799,02 euros, siendo la prima única 
correspondiente a dicho beneficiario de 153.347,73 euros. 
La póliza de Bolsa de Tharsis, igual que la de Almagrera y las otras cuatro pólizas suscritas con La 
Estrella en el marco de las ayudas de la Faja Pirítica de Huelva, incluía una cláusula de “ajuste de 
las rentas aseguradas” en cuya virtud “previa comunicación del tomador se procederá a regularizar 
las diferencias que eventualmente se produzcan en el momento del devengo de la prestación, 
entre el importe previamente asegurado y el efectivamente reconocido de acuerdo al plan de 
prejubilación, así como las derivadas de cualquier modificación de los datos iniciales, 
determinándose el ajuste de la renta garantizada por la Compañía Aseguradora, previo abono de 
la prima de regularización correspondiente, o ejerciendo el tomador del seguro el derecho de 



17 

 

 

rescate.” 
En aplicación de esta cláusula, que estaba presente en todas las pólizas de la Faja Pirítica suscritas 
con La Estrella, se realizaron sendos ajustes en todas ellas, y no sólo en la póliza de Almagrera. El 
primero de estos ajustes se llevó a cabo simultáneamente en las seis pólizas, formalizándose en 
los correspondientes suplementos, identificados todos con el n.º 2 y fechados todos ellos el mismo 
día 12 de julio de 2005. Los incrementos de prima derivados de los ajustes, que se produjeron en 
todas las pólizas, se habían pagado ya con anterioridad a la formalización de los suplementos, 
pagos que se efectuaron también en la misma fecha (1 de febrero de 2005), salvo el de la póliza de 
Bolsa de Tharsis que se hizo un poco después (15 de marzo de 2005). 
Teniendo en cuenta las circunstancias que se acaban de exponer, la anomalía consistente en que 
los ajustes de las rentas del Sr. M. se incluyeran en el suplemento 2 de la póliza de Almagrera, en 
lugar de en el suplemento 2 de la póliza de Bolsa de Tharsis, solamente habría causado un perjuicio 
a los fondos públicos de la Junta de Andalucía si se hubiera dado alguna de las dos siguientes 
circunstancias hipotéticas: 
1) Que el Sr. M. no hubiera tenido derecho al ajuste de su renta, atendiendo a la cláusula 
correspondiente de la póliza de Bolsa de Tharsis. 
2) Que, aun teniendo derecho a dicho ajuste de acuerdo con su póliza (la de Bolsa de Tharsis), el 
ajuste de la renta y el consiguiente incremento de la prima se hubiesen efectuado por duplicado, 
tanto en la póliza de Bolsa de Tharsis como en la de Almagrera. 
En cuanto a la primera hipótesis, es evidente que, si el Sr. M. tenía derecho al ajuste de su renta 
conforme a lo previsto en la póliza de Bolsa de Tharsis, el mero hecho de que, por un error en la 
gestión de las pólizas (téngase en cuenta que la numeración de las pólizas de Almagrera y de Bolsa 
de Tharsis solamente difería en un dígito, lo que sin duda aumentaba la probabilidad de este tipo 
de errores), ese ajuste se efectuara en el suplemento de la póliza de Almagrera, y no en el de la 
póliza de Bolsa de Tharsis, no daría lugar a ningún daño a los fondos públicos, pues lo que se pagó 
con dichos fondos para el suplemento de la póliza de Almagrera se habría pagado igualmente, si 
no se hubiese producido el error, para el suplemento de la póliza de Bolsa de Tharsis. 
Pues bien, la Junta de Andalucía no ha cuestionado en este procedimiento la licitud de las cláusulas 
de ajuste de rentas previstas en las pólizas de la Faja Pirítica suscritas con La Estrella. Tampoco se 
ha discutido por la parte actora que el Sr. M. tuviera derecho, en virtud de la cláusula de ajuste de 
la póliza de Bolsa de Tharsis, a la revisión de sus rentas de prejubilación.  
En cuanto a la segunda hipótesis, tampoco se ha afirmado, ni consta de ninguna manera en las 
actuaciones, que se haya duplicado el ajuste de las rentas del Sr. M., constando únicamente el 
realizado en el suplemento nº 2 de la póliza de Almagrera. 
Por todo lo anterior, no cabe considerar acreditado que la -ciertamente anómala- inclusión del 
ajuste de las rentas del Sr. M. en el suplemento de Almagrera, y no en el de Bolsa de Tharsis, haya 
causado un perjuicio a los fondos públicos de la Junta de Andalucía, lo que basta para excluir que 
se haya producido en este caso ningún tipo de responsabilidad contable y conduce, sin más, a la 
desestimación de la demanda de la Junta de Andalucía, a la que se adhirió el Ministerio Fiscal. 
Con independencia de lo anterior, y simplemente a mayor abundamiento, se debe advertirse que, 
incluso en la hipótesis de que la inclusión del Sr. M. en el suplemento nº 2 de la póliza de Almagrera 
y el pago del incremento de prima correspondiente en dicha póliza hubiese causado daño a los 
fondos públicos de la Junta de Andalucía -lo que, debe insistirse, no ha resultado acreditado en 
ningún caso-, ninguna intervención en ello podría atribuirse al demandado don J., pues, tanto la 
formalización del suplemento como el pago del incremento de la prima que se reclama en la 
demanda se produjeron, según resulta del informe de la Dirección General de Seguros, en el año 
2005, por tanto, mucho antes de que el Sr. J. iniciara su gestión al frente de la Dirección General 
de Trabajo, en abril de 2008. 
Por todos los razonamientos expuestos, no cabe apreciar en este caso la existencia de ninguna 
responsabilidad contable, lo que hace innecesario examinar la alegación de la prescripción, que 
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solamente habría sido relevante si hubiera alguna responsabilidad contable que pudiera estar 
prescrita. En consecuencia, no procediendo la declaración de responsabilidad contable de ninguno 
de los demandados, no resulta ya necesario dar respuesta a las pretensiones de la demanda sobre 
la posible aplicación del régimen de prescripción previsto en el apartado 4 de la D.A. 3ª de la LFTCu, 
lo que excluye, a su vez, la concurrencia de la prejudicialidad penal alegada por la Junta de 
Andalucía, pues no existe ninguna cuestión de carácter penal de influencia decisiva o que 
constituya un elemento previo necesario para que este tribunal decida sobre la pretensión de 
responsabilidad contable que se reclama en el presente procedimiento de reintegro por alcance.  
SÉPTIMO.- Por último, respecto del pago de las costas procesales, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 71. g) de la LFTCu, en relación con los artículos 394.1 y 4 de la LEC, procede su imposición 
a la Junta de Andalucía, al haber sido íntegramente desestimadas sus pretensiones, sin que se 
aprecie que el asunto presentara serias dudas de hecho o de derecho que justifiquen la no 
imposición de las costas. 
Por todo lo expuesto, VISTOS los antecedentes de hecho, hechos probados y fundamentos de 
derecho expresados. 
 

IV.- FALLO 
 
ÚNICO. - Desestimo íntegramente la demanda interpuesta por la Junta de Andalucía, a la que se 
ha adherido el Ministerio Fiscal, contra don J., don J., UNITER, S.A. y don M. Se condena al pago de 
las costas procesales a la Junta de Andalucía. 
 
Notifíquese a las partes con la advertencia de que contra la referida resolución cabe interponer 
recurso de apelación, en el plazo de quince días a contar desde el siguiente al de la notificación, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 80 de la LFTCu, en relación con el artículo 85.1 de la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
 
Así por esta mi Sentencia lo pronuncio, mando y firmo. 
 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido 
dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los 
mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas 
que requieran un especial deber de tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o 
perjudicados, cuando proceda. 
 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines 
contrarios a las leyes. 


